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En este informe jurídico se analiza un Proceso de Ejecución de Laudo Arbitral en la 
vía de Proceso Único de Ejecución. La demanda fue presentada por la empresa 
PULSAR S.A.C., contra la Municipalidad Distrital de Cayma. La demandante exige 
se ejecute el referido Laudo Arbitral y así el ejecutado cumpla con pagar la suma de 
S/. 41,741.87 (cuarenta y un mil setecientos cuarenta y uno con 87/100 soles) así 
como los intereses legales a devengarse; el pago del 50% de los gastos arbitrales 
que ascienden a la suma de S/. 3,806.82 (tres mil ochocientos seis con 82/100 
soles) y la expresa condena de costas y costos correspondientes, a favor del 
demandante.  
La demanda es admitida a trámite por el Primer Juzgado Especializado en lo Civil 
de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, corriendo traslado a la parte ejecutada, 
quien indica que el demandante no cuenta con interés para obrar en tanto que el 
Laudo Arbitral de Derecho no es exigible debido a que éste se encuentra impugnado 
vía recurso de anulación ante la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
de Arequipa (Expediente N° 075-2017-0-0401-SP-CI-01). Además, agrega que el 
referido laudo adolece de nulidad, toda vez que resolvió sobre una materia ya 
laudada en la Resolución Nº 22-2014-TA (corregido por Resolución Nº 24-2014-TA) 
el mismo que ordenó el pago de S/ 88 592.88 (ochenta y ocho mil quinientos noventa 
y dos con 88/100 soles) lo cual fue pagado a la demandante generando la causal 
de inexigibilidad de la obligación requerida en el presente proceso; asimismo, la 
parte demanda deduce excepciones de litispendencia, y, de convenio arbitral.  
Mediante Auto Final contenido en la Resolución N° 10 de fecha 12 de julio de 2017, 
el Primer Juzgado Especializado en lo Civil, resolvió declarando lo siguiente: i) 
Infundada las excepciones planteadas, tanto de Litispendencia como la de 
Convenio Arbitral. ii) Improcedente la oposición planteada por el ejecutado por 
causal de inexigibilidad de la obligación iii) Infundada la oposición planteada por el 
ejecutado por causal de cumplimiento de la obligación. iv) Dispusieron llevar 
adelante la ejecución hasta que el ejecutado cumpla con lo ordenado por el Laudo 
Arbitral.  
Mediante Resolución Nº 14 de fecha 25 de setiembre del 2017, la Segunda Sala 
Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa resolvió lo siguiente: Revocar la 
Resolución N° 10, en cuanto al extremo que resuelve declarar infundada la 
excepción de convenio arbitral; y, reformándola, la Sala resolvió declarar 
Improcedente la excepción de convenio arbitral formulada por el ejecutado. 
Confirmar la Resolución N° 10, en cuanto a los extremos que resuelven declarar 
infundada la excepción de litispendencia; improcedente la oposición por la causal 
de inexigibilidad de la obligación e infundada la oposición por la causal de 
cumplimiento de la obligación; y, ordena, se adelante la ejecución hasta que el 
ejecutado cumpla con pagar al demandante lo correspondiente.  
Finalmente, mediante Casación Civil N° 5334-2017-Arequipa, de fecha 23 de enero 
de 2018, la Sala Suprema resolvió:  Declarar Improcedente el recurso de casación 
interpuesto por la parte ejecutada, Municipalidad Distrital de Cayma, contra el auto 
de vista de fecha 25 de setiembre del 2017; y, ordenando la publicación de la 
presente Resolución en el diario El Peruano. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO 

 
 

SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

Con fecha 05 de abril de 2017 y escrito de subsanación presentado el 18 de abril del 2017, 

la empresa PULSAR S.A.C. (en adelante, el “demandante”), interpuso demanda de 

ejecución de laudo arbitral, en la vía de Proceso Único de Ejecución, contra la 

Municipalidad Distrital de Cayma (en adelante, el “ejecutado”) exigiendo como petitorio 

se ejecute el referido Laudo Arbitral (en adelante, el “Laudo Arbitral sub litis”) y así el 

ejecutado cumpla con pagar la suma de S/. 41,741.87 (cuarenta y un mil setecientos 

cuarenta y uno con 87/100 soles) así como los intereses legales a devengarse; el pago del 

50% de los gastos arbitrales que ascienden a la suma de S/. 3,806.82 (tres mil ochocientos 

seis con 82/100 soles) y la expresa condena de costas y costos correspondientes, a favor 

del demandante. 

 
Fundamentos de hecho 

El demandante fundamenta su demanda en atención a lo siguiente: 

• Que, el demandante obtuvo la Buena Pro del ejecutado para ejecutar la obra 

“Mejoramiento Vial del Pasaje Santa Cruz y Calle Uno” mediante la Adjudicación 

de Menor Cuantía N° 082-2012-MDC derivada de la Adjudicación Directa N° 027- 

2012-MDC. 

• Que, debido a la existencia de desacuerdo respecto de la liquidación de la obra antes 

mencionada entre el demandante y ejecutado; el demandante formuló petición de 

arbitraje al Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio e Industria de Arequipa 

para así se tenga por resuelto el desacuerdo. 

• Que, al culminar el Arbitraje se expidió Laudo Arbitral de Derecho por el cual se 

declaró fundada en parte la cancelación de la licitación efectuada por el 

demandante, quedando un saldo pendiente de pago respecto a la liquidación e 

intereses legales que se devenguen.  

• Que, a pesar de ello, el ejecutado no ha cumplido con realizar el pago del crédito 

que contrae con el demandante, razón por la cual esta última ha demandado la 

ejecución del referido Laudo Arbitral en la presente instancia. 

 
Fundamentos de derecho 

La demanda interpuesta se ampara en los siguientes dispositivos legales: 



• Artículo 68° de la Ley General de Arbitraje. 

• Artículo 1219° del Código Civil. 

• Artículos 688° y 695°del Código procesal Civil. 

 

Medios probatorios 

El demandante pretende acreditar los hechos expuestos en su demanda con el siguiente 

medio probatorio: 

 
• Laudo Arbitral de Derecho emitido en el Expediente N° 010-2016-TA-CCIA de 

fecha 14 de marzo de 2017. 

 
 

SÍNTESIS DE LA CONTRADICCIÓN DE LA DEMANDA 

Con fecha 17 de mayo de 2017, el ejecutado se apersona al proceso, deduce excepciones 

y formula contradicción en base a los siguientes fundamentos fácticos y jurídicos: 

 
EXCEPCIÓN DE LITISPENDENCIA 

Fundamentos de hecho 

El ejecutado excepciona litispendencia al presente proceso mediante los siguientes 

fundamentos de hecho: 

 
• Que, el demandante viene tramitando la ejecución del Laudo Arbitral sub litis de 

Derecho por la vía del Proceso Único de Ejecución entre las mismas partes, por 

razón de lo resuelto en un Arbitraje, y bajo el mismo interés para obrar, siendo la 

misma adjudicación y del mismo Centro de Arbitraje. 

 
• Que, el demandante acciona la misma pretensión mediante el expediente N° 0964- 

2015-0-0401-JR-CI-08, valiéndose de los mismos fundamentos. Por tanto, al 

configurarse la identidad que exige el artículo 452° del Código Procesal Civil, 

entonces corresponde declarar improcedente el presente proceso. 

 
• Que, debe declararse fundada la excepción de litispendencia debido a que se 

encuentra pendiente de resolver un proceso idéntico al iniciado en esta sede. 



Medios probatorios: 

Copia de la Resolución Admisoria N° 02, demanda, escrito de fecha 08 de mayo de 

2017 y la Resolución N° 36 expedidas en el Expediente N° 0964-2015-0-0401-JR- 

CI-08, mediante las cuales se acredita la litispendencia. 

 
EXCEPCIÓN DE CONVENIO ARBITRAL 

 
 

Fundamento de hecho 

El ejecutado deduce excepción de convenio arbitral a través de los siguientes 

fundamentos fácticos: 

 
• Que, el demandante aún no puede demandar la ejecución del Laudo Arbitral toda 

vez que el mismo se encuentra en trámite, pues, el ejecutado ha interpuesto el 

recurso de anulación del Laudo ante la Corte Superior que obra en el Expediente 

N° 075-2017-0-0401-SP-CI-01. 

 
• Que, el ejecutado interpuso el recurso de anulación conforme lo prescribe el 

Decreto Legislativo N° 1071, esto es, dentro de los veinte días siguientes a la 

notificación del Laudo. Por ello se tiene en curso el proceso de anulación de laudo. 

 
• Que, al encontrarse pendiente el proceso de anulación del laudo debe declararse 

fundada la excepción deducida y, en consecuencia, improcedente la demanda. 

 
Medios probatorios: 

Copia del Convenio Arbitral contenido en la Cláusula Décimo Octava del Contrato 

N° 66-2012-LOG-MDC, suscritos entre las partes procesales. Así como la copia de 

la demanda presentada en el Expediente N° 075-2017-0-0401-SP-CI-01. 

 

 

CONTRADICCIÓN 
 

• Que, el DEMANDANTE no cuenta con interés para obrar en tanto que el Laudo 

Arbitral de Derecho no es exigible debido a que dicho laudo se encuentra 

impugnado vía recurso de anulación ante la Primera Sala Civil de la Corte Superior 

de Justicia de Arequipa (Expediente N° 075-2017-0-0401-SP-CI-01). 



 
• Que, el ejecutado presentó recurso de anulación de Laudo, el mismo que es materia 

de ejecución en el presente proceso, por lo que la obligación contenida en el referido 

laudo todavía no resulta exigible. 

 

• Además, agrega que el referido laudo adolece de nulidad, toda vez que resolvió 

sobre una materia ya laudada en la Resolución Nº 22-2014-TA (corregido por 

Resolución Nº 24-2014-TA) el mismo que ordenó el pago de S/ 88 592.88 (ochenta 

y ocho mil quinientos noventa y dos con 88/100 soles) lo cual fue pagado a la 

demandante generando la causal de inexigibilidad de la obligación requerida en el 

presente proceso. 

 
Fundamentos de Derecho 

El ejecutado sustenta sus fundamentos fácticos mediante los siguientes dispositivos 

normativos: 

 
• Código Procesal Civil, artículos 446° y 690° 

• Ley General del Arbitraje, artículo 63° 

 

Medios probatorios: 

El ejecutado pretende acreditar los hechos expuestos en su escrito de contradicción con 

los siguientes medios probatorios: 

 
• Copia de la Resolución Admisoria N° 02, demanda, escrito de fecha 08 de mayo de 

2017 y la Resolución N° 36 expedidas en el Expediente N° 0964-2015-0-0401-JR- 

CI-08, mediante las cuales se acredita la inexigibilidad del laudo arbitral materia de 

ejecución. 

• Copia de la demanda presentada en el Expediente N° 075-2017-0-0401-SP-CI-01 

el cual da cuenta del recurso de anulación por el cual se acredita la inexigibilidad 

del laudo materia de ejecución. 



• Copia de Resolución Nº 21 expedida en el Expediente N° 0964-2015-0-0401-JR- 

CI-08 que acredita la extinción de obligaciones contenidas en el laudo. 

 
Auto Final emitido por el Primer Juzgado Especializado en lo Civil de la Corte 

Superior de Justicia de Arequipa. 

Mediante Auto Final contenido en la Resolución N° 10 de fecha 12 de julio de 2017, el 

Primer Juzgado Especializado en lo Civil, resolvió declarando lo siguiente: 

i) INFUNDADA las excepciones planteadas, tanto de Litispendencia como la de 

Convenio Arbitral. 

ii) IMPROCEDENTE la oposición planteada por el ejecutado por causal de 

inexigibilidad de la obligación 

iii) INFUNDADA la oposición planteada por el ejecutado por causal de 

cumplimiento de la obligación. 

iv) DISPUSIERON llevar adelante la ejecución hasta que el ejecutado cumpla con 

lo ordenado por el Laudo Arbitral. 

 
 

Los argumentos que motivaron la resolución fueron los siguientes: 

 

• Que, el Laudo Arbitral materia del presente proceso único de ejecución es distinto 

al Laudo Arbitral que, según el ejecutado, se encuentra en pendiente en otro proceso 

judicial, por tanto, no se configura la triple identidad regulada en el Código Procesal 

Civil, es decir, de sujetos, objeto e interés para obrar. Por el contrario, solo se 

cumple la identidad de sujetos. En ese sentido corresponde desestimar la excepción 

de litispendencia. 

• Que, la excepción de convenio arbitral procede en supuestos por el cual una de las 

partes contratantes pretende la solución del conflicto de intereses surgidos entre sí 

mediante una vía distinta a la arbitral; razón por la cual, en el presente caso no 

corresponde amparar la referida excepción, pues, el ejecutado ha direccionado la 

presente excepción entendiéndola como un supuesto que declara la improcedencia 

de la demanda por encontrarse pendiente la solución de conflicto en otra vía 

judicial. En ese sentido corresponde desestimar la excepción de convenio arbitral. 



• Que, resulta exigible la obligación debido a que el ejecutado no ha adjuntado 

medios probatorios pertinentes que muestren el real cumplimiento de la obligación; 

asimismo, resulta incumplida la obligación debido a que la alegación por la cual sí 

se habría cumplido con el pago a favor del demandante deviene en falsa, pues, el 

proceso por el cual se ejecutó un crédito a favor del demandante proviene de un 

Laudo Arbitral distinto al del presente análisis. 

• Que, para la configuración de la ejecución de un laudo arbitral deben concurrir los 

siguientes presupuestos: existencia de una relación jurídica obligatoria, existencia 

de una obligación cierta contenida en un título y el incumplimiento de la obligación 

por parte del deudor. Al respecto, en el presente caso se tienen por verificados los 

tres presupuestos, por tanto, corresponde amparar la pretensión del demandante. 

 

 
Posteriormente, el ejecutado al no encontrarse de acuerdo con lo resuelto en la 

Resolución Nº 10, presentó recurso de apelación con la finalidad de que el Superior 

Jerárquico la declare nula o alternativamente la revoque y declare infundada en su 

totalidad la demanda 

 

SÍNTESIS DEL RECURSO DE APELACIÓN 

Con fecha 19 de julio de 2017, el ejecutado interpuso recurso de apelación contra el Auto 

Final contenido en la Resolución N° 10 de fecha 12 de julio de 2017, que declara 

INFUNDADAS las excepciones de Litispendencia y Convenio Arbitral, declara 

IMPROCEDENTE la oposición por causa de inexigibilidad de la obligación, 

INFUNDADA la oposición por causa de cumplimiento de la obligación y DISPONE se 

lleve adelante la ejecución hasta que esta entidad cumpla con lo ordenado en el Laudo 

Arbitral; para que el superior jerárquico la declare nula o alternativamente la revoque y 

la declare infundada, ello en base a los siguientes argumentos: 

 
Fundamentos de hecho 

• Que, no se ha tomado en cuenta que la demanda debía declararse improcedente ya 

que el Laudo Arbitral se encuentra pendiente de resolución, pues, el ejecutado ha 

interpuesto recurso de anulación contra el mismo en vía judicial. 



• Que, la resolución que se pronuncia sobre la excepción de litispendencia no ha 

verificado la existencia de interés para obrar; además, se debió tomar en cuenta la 

utilidad de los efectos de la decisión judicial que se solicita con la presente demanda 

o la consecuencia de la falta de pronunciamiento. 

• Que, la resolución que se pronuncia sobre la excepción de convenio arbitral no ha 

sido debidamente fundamentada, pues, no se ha precisado las normas pertinentes 

que han motivado al Juez a resolver del modo en que lo ha hecho. 

• Que, en el presente caso resulta inexigible la ejecución del laudo toda vez que se 

encuentra pendiente de resolución ya que se encuentra en un proceso de anulación 

de laudo. De modo que para que adquiera el carácter de firme, exigible y cosa 

juzgada se debe computar un plazo determinado, el mismo que no se ha configurado 

aún. 

• Que, para expedir resolución en el presente caso se debió haber analizado el proceso 

arbitral N° 010-2016-TA-CCIA, el Exp. N° 0964-2015-0-0401-JR-CI-05 y el Exp. 

N° 075-2017-0-0401-SP-CI-01; sin embargo, los mismos no han sido tomados en 

cuenta para emitir la resolución en cuestión. 

 
Fundamentación del Agravio 

• La naturaleza del agravio en el presente caso se orienta a la vulneración del debido 

proceso, no ha expresado las normas jurídicas aplicables a la controversia plasmada 

y, además, contiene vicios de motivación aparente e insuficiente. 

 
Mediante Resolución N° 11-2017 de fecha 31 de julio de 2017, se concedió el recurso de 

apelación interpuesto por el ejecutado, otorgándosele con efecto suspensivo y 

ordenándose que se eleven los autos al superior jerárquico. 

 
 

Resolución emitida por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de 

Arequipa. 

Mediante Resolución Nº 14 de fecha 25 de setiembre del 2017, la Segunda Sala Civil de 

la Corte Superior de Justicia de Arequipa resolvió lo siguiente: 

• REVOCAR la Resolución N° 10, en cuanto al extremo que resuelve declarar 

infundada la excepción de convenio arbitral; y, reformándola, la Sala resolvió 



declarar IMPROCEDENTE la excepción de convenio arbitral formulada por el 

EJECUTADO. 

 

• CONFIRMAR la Resolución N° 10, en cuanto a los extremos que resuelven 

declarar infundada la excepción de litispendencia; improcedente la oposición por la 

causal de inexigibilidad de la obligación e infundada la oposición por la causal de 

cumplimiento de la obligación; y, ordena, se adelante la ejecución hasta que el 

ejecutado cumpla con pagar al demandante lo correspondiente. 

 
 

Los argumentos del Auto de de Vista fueron las siguientes: 

 

• Que, en cuanto a la excepción de litispendencia se tiene que configurar la triple 

identidad prescrita en el artículo 453° del Código Procesal Civil; sin embargo, no 

se configura la referida figura toda vez que, de la revisión del expediente, existe 

únicamente identidad entre los sujetos, mas no existe identidad de objeto ni de 

interés para obrar debido a que el laudo materia de ejecución del otro proceso es 

distinto al presente proceso único de ejecución. 

• Que, en cuanto a la excepción de convenio arbitral se tiene que no prospera la 

misma en tanto que el proceso por el cual se ha interpuesto la anulación del laudo 

arbitral no suspende la obligación contenida en el referido laudo, en tanto que para 

suspender los efectos del mismo el ejecutado debió solicitarlo. 

• Que, es exigible la obligación contenida en el laudo arbitral a pesar que el referido 

laudo se encuentre sujeto a discusión en un proceso de anulación en tanto que en 

este último proceso no ha sido declarado nulo ni sus efectos han sido declarados 

suspendidos. 

El ejecutado, al no encontrarse de acuerdo con lo resuelto por la Sala Superior, presentó 

su recurso extraordinario de Casación con la finalidad de que la Corte Suprema revoque 

la resolución de vista y reformándola declare nula la resolución de vista. 

 
Resolución Suprema, emitida por la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República 

Mediante Casación Civil N° 5334-2017-AREQUIPA, de fecha 23 de enero de 2018, la 

Sala Suprema resolvió: 



• Declarar IMPROCEDENTE el recurso de casación interpuesto por la parte 

ejecutada, Municipalidad Distrital de Cayma, contra el auto de vista de fecha 25 de 

setiembre del 2017; y, ordenaron la publicación de la presente Resolución en el 

diario El Peruano. 

 
 

Los fundamentos fueron los siguientes: 

 

• Que, el recurso de casación debe desestimarse en tanto que la Corte Suprema, en 

virtud de un pronunciamiento Casatorio, no examina la ejecución de lo ya decidido, 

sino que el examen lo deben realizar de manera exclusivas las instancias de mérito. 

El Tribunal Casatorio tiene su razón de ser en el análisis de la correcta aplicación 

del derecho objetivo (art. 384° del Código Procesal Civil). 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

• CUESTIONES MATERIALES 

1. Si el ejecutado tenía una obligación de pago frente al demandante 

IDENTIFICACIÓN: 

El demandante señala que en virtud de una licitación obtuvo la buena pro que le 

permitió vincularse contractualmente con el ejecutado, de manera que el demandante 

tenía prestaciones que cumplir a favor del ejecutado y este último debía contraprestar 

pagando en dinero. 

 
Debido a problemas que se configuraron durante la liquidación del contrato, se inició 

un proceso arbitral por el cual se determinó que el ejecutado tenía la obligación de 

pagar un saldo pendiente a favor del demandante. No obstante, el ejecutado no 

cumplió con realizar el pago conforme a lo laudado, razón por la que el demandante 

inició el presente proceso de ejecución para así hacer efectivo el derecho que le 

corresponde. 

 
Al respecto, el ejecutado sostiene que no es exigible el supuesto pago que pretende el 

demandante toda vez que el ejecutado ha interpuesto recurso de anulación laudo, 

sometiéndolo a evaluación. 

 
De esta manera, el ejecutado alega que el laudo arbitral por el cual el demandante 

pretende ejercer cobro judicial está pendiente de decisión, ya que el recurso de 

anulación implica que el laudo arbitral no ha quedado firme. En consecuencia, la 

obligación derivada del referido laudo no resulta exigible. 

 
Como se puede observar existe una discrepancia sobre la exigibilidad de la obligación 

de pago derivada del laudo arbitral al cual se cometieron tanto el demandante como el 

ejecutado. Al respecto, resulta necesario dilucidar la veracidad de los hechos expuestos 

por las partes procesales y los medios probatorios adjuntos que coadyuven con la 

aclaración de la controversia. 



ANÁLISIS: 

Conforme a lo expuesto por las partes procesales preliminarmente resulta necesario 

verificar la exigibilidad de la obligación derivada del laudo arbitral. Para ello debemos 

verificar qué es una obligación y desde qué momento resulta exigible. 

 
Preliminarmente debemos comprender la fuente de las obligaciones, de las cuales 

derivan las obligaciones, esto es, conceptualizar las relaciones jurídicas obligatorias. 

Al respecto, el distinguido jurista Giorgi (1909) señala lo siguiente: 

 
La relación obligatoria es un vínculo jurídico entre dos o más personas 

determinadas, en virtud del cual una o varias de ellas (deudor o deudores) quedan 

ligadas con otra u otras (acreedor o acreedores), para dar, hacer o no hacer algo. 

(Pág. 11). 

 
Concretamente, el precitado autor expone que las obligaciones, conocidas por nosotros 

como, de dar, hacer o no hacer derivan de relaciones jurídicas obligatorias. Estas 

últimas son una clase particular de las relaciones jurídicas, las que según el distinguido 

jurista Savigny (s.f.) son una “vinculación interindividual que, determinada por una 

regla de Derecho, confiere a los hombres un ámbito de dominio en el cual la voluntad 

de aquéllos reina soberanamente” (Pág. 259). 

 
En buena cuenta, las obligaciones derivan de las relaciones jurídicas obligatorias; cabe 

resaltar que también derivan los derechos de crédito. No obstante, nuestro análisis está 

enfocado a la determinación del concepto de obligación, razón por la que teniendo en 

cuenta lo anteriormente expuesto y a los juristas peruanos Felipe Osterling y Mario 

Castillo, quienes han señalado lo siguiente: 

 
La obligación no sólo implica la sujeción del deudor para satisfacer el interés del 

acreedor a través de un comportamiento determinado (llamado prestación), sino 

también el poder del acreedor para compeler a su deudor a fin de que cumpla con 

aquello a que se obligó. (2008, Pág. 65) 

 
Así, la obligación es una situación jurídica de desventaja activa, debido a que implica 

la realización de una acción de dar, hacer o no hacer por parte del deudor a favor del 



acreedor, encontrándose este último facultado para exigir al deudor el cumplimiento 

de la obligación. Sintéticamente, la obligación no solo implica la realización de una 

actividad por el deudor, sino que la realización de esta actividad resulta exigible por 

el acreedor. 

 
Ahora bien, resulta necesario determinar si el demandante y el ejecutado se encuentran 

dentro de una relación jurídica obligatoria por la cual el demandante califique como 

acreedor y el ejecutado como deudor. En el hipotético de configurarse la referida 

relación jurídica, habría que verificar si la obligación efectivamente resulta exigible. 

 
En el caso en particular, aparentemente existe un laudo arbitral que vincula a las partes 

procesales; bajo las consideraciones de las partes el laudo arbitral emitió una 

resolución; no obstante, la discrepancia radica en que aún no resulta exigible la 

decisión contenida en el laudo arbitral. 

 
Al respecto, el artículo 54 de la Ley de Arbitraje, Decreto Legislativo N° 1071, 

disciplina lo siguiente: 

 
“Artículo 54.- Laudos 

Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tribunal arbitral decidirá la 

controversia en un solo laudo o en tantos laudos parciales como estime 

necesarios”. 

 
Cantuarias, F. (2007) ha interpretado el precitado artículo conceptualizando al laudo 

arbitral de la siguiente manera: 

 
El laudo arbitral puede ser definido como una decisión definitiva por parte de los 

árbitros respecto de todo o parte de la disputa sometida a su conocimiento, sea que 

se refiera al fondo de la controversia, a la competencia de los árbitros o a temas 

de procedimientos, siempre y cuando esa decisión sea, como ya se indicó, 

definitiva. (Pág. 295) 

 
Seguidamente, el artículo 59 de la Ley de Arbitraje, respecto del contenido del laudo, 

dispone lo siguiente: 



 

“Artículo 59.- Efectos del laudo 

1. Todo laudo es definitivo, inapelable y de obligatorio cumplimiento desde su 

notificación a las partes. 

2. El laudo produce efectos de cosa juzgada. 

3. Si la parte obligada no cumple con lo ordenado por el laudo, en la forma y en 

los plazos establecidos, o en su defecto, dentro de los quince (15) días de 

notificada con el laudo o con las rectificaciones, interpretaciones, integraciones y 

exclusiones del laudo, cuando corresponda; la parte interesada podrá pedir la 

ejecución del laudo a la autoridad judicial competente, salvo que resulte aplicable 

el artículo 67. 

 
De esta manera, tenemos que el laudo arbitral vincula jurídicamente a las partes, 

creando para el presente caso una relación jurídica obligatoria; no obstante, el 

precitado artículo no se pronuncia estableciendo si la obligación, que deriva de la 

relación jurídica obligacional, que crea el laudo arbitral, resulta exigible con la sola 

expedición del laudo arbitral. 

 
No obstante, la doctrina se ha pronunciado señalando lo siguiente: 

 
 

La definición de la calidad de firme es relevante en la medida que puede darse el 

caso que un laudo arbitral tenga la calidad de ejecutable (eficaz), y que dicho laudo 

pueda ser materia de impugnación por la parte afectada a través de un recurso de 

anulación. En efecto, debe recordarse que la actual L.A. –a diferencia de la 

anterior Ley General de Arbitraje, Ley 26572– ha establecido como regla la 

ejecución inmediata de los laudos, ya que el recurso de anulación no suspende la 

eficacia del laudo, salvo que se haya prestado algún tipo de garantía con este 

propósito, conforme a los términos previstos en el artículo 66 de la L.A. (Arrarte 

y Vargas, 2018, Pág. 110) 

 
Razón por la que debemos tener en consideración lo disciplinado en el inciso 1 del 

artículo 66 de la Ley de Arbitraje que dispone lo siguiente: 



“Artículo 66.- Garantía de cumplimiento 

1. La interposición del recurso de anulación no suspende la obligación de 

cumplimiento del laudo ni su ejecución arbitral o judicial, salvo cuando la parte 

que impugna el laudo solicite la suspensión y cumpla con el requisito de la 

garantía acordada por las partes o establecida en el reglamento arbitral aplicable. 

Al examinar la admisión del recurso, la Corte Superior verificará el cumplimiento 

del requisito y, de ser el caso, concederá la suspensión. 

(…)” 

 
 

De acuerdo a este dispositivo normativo la obligación derivada de la relación jurídica 

obligacional creada por el laudo arbitral es de exigible cumplimiento con su sola 

expedición, salvo que se haya interpuesto un recurso de anulación y se haya solicitado, 

en el proceso que corresponde al recurso de anulación, la suspensión de los efectos 

que produce el laudo arbitral; además de cumpla con la garantía señalada en el 

precitado artículo. 

 
Para determinar, en el caso concreto, si resulta exigible la obligación derivada del 

laudo arbitral, debemos verificar que el ejecutado no se encuentre dentro de la 

excepción establecida por el artículo 66 de la Ley de Arbitraje; caso contrario la 

referida obligación no resultaría exigible. 

 
• CUESTIONES PROCESALES 

1. Si la excepción de litispendencia debía rechazarse 

IDENTIFICACIÓN: 

El ejecutado ha señalado que el presente proceso único de ejecución iniciado por el 

demandante es idéntico a otro proceso que también fue iniciado por el demandante en 

el Expediente N° 0964-2015-0-0401-JR-CI-08. 

 
Afirma el ejecutado que el proceso referido al Expediente N° 0964-2015-0-0401-JR- 

CI-08 se encuentra pendiente de resolución y que la identidad que tienen tanto el 

referido proceso como el actual proceso se presenta ya que hay similitud en las partes 



procesales, en la razón de lo resuelto en un Arbitraje, por las mismas causas, por la 

misma adjudicación y del mismo Centro de Arbitraje. 

 
El demandante absuelve la excepción de litispendencia deducida por el ejecutado 

señalando que sí es cierto que el demandante ha iniciado un proceso de ejecución 

contra el ejecutado que obra en el Expediente N° 0964-2015-0-0401-JR-CI-08. 

 
Sin embargo, el demandante precisa que no existe la identidad alegada por el 

ejecutado, debido a que, si bien son las mismas partes procesales y se pretende la 

ejecución de un laudo arbitral en ambos procesos, también es cierto que los laudos 

arbitrales materia de ejecución en el proceso anterior con el presente proceso no son 

idénticos. 

 
Al respecto, tanto el Juzgado como la Sala han declarado infundada la excepción de 

litispendencia deducida por el ejecutado. 

 
ANÁLISIS: 

La excepción de litispendencia deducida por el ejecutado se encuentra regulada dentro 

de nuestro ordenamiento jurídico en el numeral 7 del artículo 446 del Código Procesal 

Civil, el mismo que establece lo siguiente: 

 
“Artículo 446.- 

El demandado solo puede proponer las siguientes excepciones: 

(…) 

7. Litispendencia 

(…)” 

 
Al respecto, autorizada doctrina ha conceptualizado a la excepción de litispendencia 

de la siguiente manera: 

 
Se trata de la alegación en el sentido que entre las mismas partes y con el mismo 

interés para obrar, se está discutiendo el mismo petitorio en otro proceso. Lo que 

pretende el demandado es que este nuevo proceso quede sin efecto, dado que el 



demandante está haciendo valer su Interés para obrar en otro proceso iniciado con 

anticipación. (Monroy, 1994, Pág. 126) 

 
La referida excepción es susceptible de proponerse dentro de un proceso, tal cual como 

se ha producido en el presente proceso único de ejecución. Ahora bien, para que la 

excepción de litispendencia sea declarada fundada exige el cumplimiento de 

determinados requisitos, pues así lo dispone el artículo 453 del Código Procesal Civil 

que disciplina lo siguiente: 

 
“Artículo 453.- 

Son fundadas las excepciones de litispendencia, cosa juzgada, desistimiento de la 

pretensión o conclusión del proceso por conciliación o transacción, 

respectivamente, cuando se inicia un proceso idéntico a otro: 

1. Que se encuentre en curso; 

2. Que ya fue resuelto y cuenta con sentencia o laudo firme; 

3. En que el demandante se desistió de la pretensión; o 

4. En que las partes conciliaron o transigieron. 

 
 

De acuerdo al artículo precitado, la excepción de litispendencia deducida por el 

ejecutado se declarará fundada siempre que el presente proceso iniciado sea idéntico 

a otro proceso que se encontrase en curso; caso contrario, la referida excepción será 

declarada infundada. Cabe precisar que la identidad de procesos no ha sido 

desarrollada en el artículo mencionado, pero sí se encuentra regulado en el artículo 

452 del Código Procesal Civil que dispone lo siguiente: 

 
“Artículo 452.- 

Hay identidad de procesos cuando las partes o quienes de ellos deriven sus 

derechos, el petitorio y el interés para obrar, sean los mismos”. 

 

La distinguida jurista Ledesma (2016) ha interpretado los precitados artículos referidos 

a los requisitos de la excepción de litispendencia, sosteniendo lo siguiente: 



Se califica a esta excepción cuando existe otro proceso pendiente entre las mismas 

partes, en virtud de la misma causa y por el mismo objeto, es decir, frente a la 

coexistencia de dos pretensiones cuyos elementos son idénticos. (Pág. 1371) 

 
Concretamente tenemos que, si existe similitud en los sujetos, en el objeto y en la 

causa, entre un proceso en trámite y el presente proceso, entonces la excepción 

deducida por el ejecutado deberá ser declarada fundada. 

 
2. Si la excepción de convenio arbitral debía rechazarse 

 
 

IDENTIFICACIÓN: 

El ejecutado deduce excepción de convenio arbitral contra el presente proceso iniciado 

por el demandante, señalando que el demandante no puede iniciar al presente proceso 

único de ejecución debido a que todavía queda pendiente el proceso arbitral que daría 

cabida a que se inicie el proceso actual. Alega el ejecutado que el proceso arbitral 

continúa pendiente debido a que se ha formulado un recurso de anulación de laudo 

sobre el mismo, razón por la que todavía no es ejecutable. 

 
El demandante sostiene que la excepción de convenio arbitral deducida por el 

ejecutado no tiene cabida en el presente proceso debido a que la referida excepción 

existe parar cuestionar el inicio de un proceso judicial indebido ya que debió iniciarse 

un proceso arbitral para solucionar la controversia, ello conforme a la existencia de un 

convenio arbitral. 

 
Respecto de la excepción de convenio arbitral deducida por el ejecutado tenemos que 

el Juzgado ha declarado infundado el pedido y la Sala ha declarado improcedente el 

mismo. 

 
ANÁLISIS: 

El numeral 13 del artículo 446 del Código Procesal Civil faculta a los particulares 

demandados para proponer excepción de convenio arbitral de la siguiente manera: 

 
“Artículo 446.- 

El demandado solo puede proponer las siguientes excepciones: 



(…) 

13. Convenio arbitral 

(…)” 

 
Ciertamente, en el precitado artículo no se conceptualiza en qué consiste la excepción 

de convenio arbitral, razón por la que debemos remitirnos al numeral 1 del artículo 16 

de la Ley de Arbitraje que dispone lo siguiente: 

 
“Artículo 16.- 

1. Si se interpone una demanda judicial respecto de una materia sometida a 

arbitraje, esta circunstancia podrá ser invocada como excepción de convenio 

arbitral aun cuando no se hubiera iniciado el arbitraje”. 

 
De acuerdo a los artículos precitados tenemos que un sujeto de derecho podrá deducir 

excepción de convenio arbitral cuando su contraparte contractual ha iniciado un 

proceso judicial para resolver la controversia sin reparar en remitirse al convenio 

arbitral acordado y así resolver la referida controversia en un proceso arbitral. 

Configurándose los hechos tal cual se ha expuesto tendríamos que la excepción de 

convenio arbitral resultaría amparada, en otro escenario no es posible de aceptarla. 

 
Similar interpretación ha sido realizada por el distinguido jurista peruano Lohmann 

Luca de Tena (1989), exponiendo lo siguiente: 

 
La existencia de cláusula compromisoria o de compromiso arbitral vigentes, o de 

procedimiento arbitral abierto, puede ser invocados como excepción dentro de los 

siete días de notificada la demanda y antes de su contestación. Vencido este 

término, se entiende renunciado el derecho y sin valor o efecto alguna la cláusula 

o el compromiso. (Pág. 1795) 

 
Para que la excepción de convenio arbitral deducida por el ejecutado sea amparada 

deberá haberse propuesto en virtud de haberse iniciado un proceso judicial para 

solucionar un conflicto que estaba sometido a resolverse en arbitraje. 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 
A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 
• CUESTIONES MATERIALES 

 

1. Si el ejecutado tenía una obligación de pago frente al demandante 

 
 

Como advertimos anteriormente, el demandante sostiene tener un crédito frente al 

ejecutado debido a que el proceso arbitral al cual se sometieron culminó a través de un 

laudo arbitral por el cual se generó una relación jurídica obligacional, la misma que 

genera una obligación del ejecutado y un derecho de pago a favor del demandante. 

 
El ejecutado contradice lo expuesto por el demandante, señalando que el referido laudo 

arbitral no genera todavía una obligación a cargo del ejecutado debido a que el mismo 

se encuentra impugnado mediante un recurso de anulación de laudo, razón por la que 

no ha quedado firme, sino que está en pleno trámite. 

 
Al respecto, de la revisión de los medios probatorios calificamos como relevante las 

siguientes decisiones del laudo arbitral: 

 
“(i) En base de los fundamentos expuestos este Tribunal resuelve LAUDAR: 

PRIMERO: Declarar FUNDADA EN PARTE la primera pretensión principal 

dela Demanda; por lo que se dispone que la Municipalidad Distrital de Cayma 

pague a favor de PULSAR S.A.C. la suma total de S/ 41, 741. 87 (cuarenta y un 

mil setecientos cuarenta y uno con 87/ 100 Soles), más los intereses legales 

respectivos hasta fecha de pago efectivo.” 

 
“(ii) TERCERO: Se dispone que los gastos y los costos del presente proceso 

arbitral sean asumidos por ambas partes en proporciones iguales. En tal sentido, 

se ordena a la Municipalidad Distrital de Cayma cumpla con reembolsar a favor 



de PULSAR S.A.C. la suma de S/.3,806.82 más IGV, correspondientes al 50% 

de los gastos arbitrales asumidos por esta.” 

 
Mediante los medios probatorios previamente señalados verificamos que el laudo 

arbitral configura una relación jurídica obligacional entre el demandante y el ejecutado 

por la cual deriva una obligación a cargo del ejecutado, Municipalidad Distrital de 

Cayma, a favor del demandante, PULSAR S.A.C., esto es, el demandante tiene un 

crédito. 

 
No obstante, el ejecutado sostiene que si bien existe un laudo arbitral que emite una 

orden de pago a favor del demandante, precisa que el referido laudo ha sido impugnado 

razón por la que no resulta exigible la obligación que deriva del mismo. 

 
Ahora bien, de acuerdo al artículo 66 de la Ley de Arbitraje, es indiferente si el laudo 

arbitral ha sido impugnado o no mediante un recurso de anulación de laudo, debido a 

que en ambas situaciones la obligación derivada del laudo no se suspende, así como 

tampoco se suspende la ejecución del laudo. Asimismo, el numeral 2 del artículo 54 

de la Ley de Arbitraje prescribe que el laudo arbitral produce efectos de cosa juzgada, 

esto es, no puede ser impugnado en la vía arbitral para así cuestionar la exigibilidad 

del pago. 

 
Cabe precisar que el autor citado en el RUBRO ANÁLISIS señaló que en la Ley de 

Arbitraje vigente el laudo produce efectos a pesar de encontrarse impugnado, 

agregando que en la Ley General de Arbitraje derogada si se interponía un recurso de 

anulación de laudo entonces quedaban suspendidos los efectos que deriven del laudo. 

 
Por tanto, la obligación a cargo del ejecutado y a favor del demandante que deriva de 

la relación jurídica obligacional configurada por el laudo arbitral, sí resulta exigible 

por demandante. 

 
• CUESTIONES PROCESALES 

 

1. Si la excepción de litispendencia debía rechazarse 



El ejecutado ha señalado que existe un proceso en trámite idéntico al presente proceso 

único de ejecución, alegando que el demandante está incurriendo en litispendencia. 

Razón por la que el ejecutado ha deducido excepción de litispendencia, la misma que 

debe ser declarada fundada debido a que hay dos procesos idénticos en trámite y la 

identidad se debe a que existe similitud entre las mismas partes procesales, en el 

petitorio y en el interés para obrar. 

 
Al respecto, el demandante ha señalado que sí ha iniciado un proceso anterior por el 

cual demandó mediante un proceso único de ejecución el pago que ordenada un laudo 

arbitral; sin embargo, precisó que el referido laudo arbitral es diferente al que ha dado 

inicio al presente proceso. 

 
Debido a que las partes exponen coincidiendo que sí existe un proceso pendiente con 

similitud en cuanto a los sujetos y al objeto respecto al presente proceso, únicamente 

cabría analizar si existe similitud entre la causa del proceso pendiente anteriormente 

iniciado con el presente proceso. 

 
El ejecutado sostiene que el proceso anteriormente iniciado obra en el Expediente N° 

0964-2015-0-0401-JR-CI-08, del cual se verifica que si bien el demandante inicia un 

proceso de ejecución solicitando que se haga efectivo el pago de una obligación, la 

referida obligación deriva de la relación jurídica obligacional configurada por el laudo 

arbitral contenida en la Resolución N° 022-2014-TA y la Resolución de Aclaración 

N° 024-2015-TA que proviene del Expediente Arbitral N° 007-2013-TA-CCIA. 

 
Mientras que en el presente proceso se pretende el pago de la obligación derivada de 

la relación jurídica obligacional configurada por el laudo arbitral contenida en la 

Resolución S.N. que proviene del Expediente Arbitral N° 010-2016-TA-CCIA. 

 
Verificándose que la causa que motivó el inicio del presente proceso de ejecución es 

diferente a la causa que motivó el inicio del anterior proceso de ejecución. Por tanto, 

no existe identidad de procesos, razón por la que corresponde rechazar la referida 

excepción declarándola infundada, conforme al artículo 453 del Código Procesal Civil. 

 
2. Si la excepción de convenio arbitral debía rechazarse 



 

En el presente proceso el ejecutado ha deducido excepción de convenio arbitral contra 

el proceso único de ejecución de laudo arbitral iniciado por el demandante, aduciendo 

que el proceso arbitral se encuentra pendiente ya que fue impugnado vía recurso de 

anulación de laudo. 

 
Como hemos precisado, la figura de excepción de convenio arbitral resulta amparable 

cuando se ha iniciado la solución de un conflicto mediante un proceso judicial a pesar 

de existir un convenio arbitral que ordena a las partes a mediar el referido conflicto en 

un proceso arbitral y no judicial, razón por la que la referida excepción anularía todo 

lo actuado y daría por concluido el proceso judicial iniciado. 

 
Lo cierto es que la excepción de convenio arbitral se ha deducido contra un proceso 

único de ejecución que tiene como objetivo ejecutar las obligaciones derivadas de un 

laudo arbitral, el mismo que, como hemos señalado en el acápite anterior, culmina el 

proceso arbitral, es decir, no se encuentra pendiente el laudo. Cabe precisar que el 

recurso de anulación del laudo formulado por el ejecutado no implica que el proceso 

arbitral se encuentra pendiente de resolución, sino que el mismo ha culminado y se 

está en una etapa procesal judicial distinta a la procesal arbitral. 

 
Verificamos que la excepción de convenio arbitral ha sido interpuesta sin algún 

amparo sustantivo, toda vez que el demandante sí ha cumplido con proceder a 

solucionar el conflicto vía arbitral, remitiéndose al proceso judicial únicamente para 

que se haga valer el derecho obtenido mediante el laudo arbitral, no para discutir el 

fondo del conflicto. Por ello, la referida excepción deberá declararse improcedente ya 

que no tiene amparo en el fondo del asunto. 



B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 
En el presente caso, la empresa PULSAR S.A.C. (en adelante, el “demandante”) en vía 

de Proceso Único de Ejecución, interpuso demanda de Ejecución de Laudo Arbitral 

contra la Municipalidad Distrital de Cayma (en adelante, el “ejecutado”), a fin de que este 

último cumpla con pagar la suma de S/. 41,741.87 (cuarenta y un mil setecientos cuarenta 

y uno con 87/100 soles) así como los intereses compensatorios a devengarse; el pago del 

50% de los gastos arbitrales que ascienden a la suma de S/. 3,806.82 (tres mil ochocientos 

seis con 82/100 soles) y la expresa condena de costas y costos correspondientes. 

 
Así, señala el demandante que mediante un procedimiento de licitación de menor cuantía 

obtuvo la Buena Pro para ejecutar una obra requerida por el ejecutado; sin embargo, 

durante el desarrollo de las prestaciones se configuró un conflicto entre el demandante y 

el ejecutado. 

 
Para arribar a la solución del referido conflicto el demandante inició un procedimiento 

arbitral contra el ejecutado a fin de que se hagan respetar sus derechos. Una vez sometido 

a arbitraje el conflicto las partes manifestaron sus alegatos a fin de defenderse, teniendo 

como consecuencia la expedición de un laudo arbitral a favor del demandante por el cual 

el ejecutado debía cumplir con el pago de una cantidad determinada de dinero. 

 
Sin embargo, el ejecutado no ha cumplido con realizar el pago de lo debido a favor del 

demandante, razón por la cual este último dio inicio al presente proceso único de 

ejecución por el cual pretende hacer efectivo su crédito. 

 
Por su parte, el ejecutado ha señalado que se encuentra pendiente de resolución un 

proceso idéntico en tanto sujetos, objeto y causa con el presente proceso; razón por la 

cual el presente proceso se encuentra inmerso en litispendencia, motivo por el cual 

excepciona con la misma. 

 
Asimismo, el ejecutado formula excepción de convenio arbitral por el cual el presente 

proceso debe ser declarado improcedente en tanto que se encuentra pendiente el carácter 



ejecutivo del laudo arbitral en cuestión, debido a que el ejecutado ha impugnado el 

referido laudo mediante un recurso de nulidad y este no ha quedado firme en su decisión. 

 
Finalmente, sostiene que la obligación deviene en inexigible debido a que aún no ha 

quedado firme la decisión contenida en el laudo arbitral, sino que por el contrario el 

mismo deviene en nulo, razón por la cual se ha interpuesto recurso de anulación. 

Asimismo, alega el ejecutado que se ha cumplido con la obligación contenido en el laudo 

a favor del demandante conforme obra en el expediente 964-2015-0-0401-JR-CI-08. 

 
Ahora bien, teniendo en cuenta el expediente, la controversia gira en torno a establecer 

si, efectivamente, corresponde la procedencia de la demanda y si corresponde la ejecución 

del laudo arbitral en cuestión de modo que el ejecutado tenga que pagar al demandante. 

 
Al respecto, debemos señalar lo siguiente: 

 
1. Para declarar la procedencia de la ejecución de un título ejecutivo mediante el 

Proceso Único de Ejecución resulta necesario tener en cuenta los artículos 688°, 

689° y 690° del Código Procesal Civil. 

 
2. El inciso 2 del artículo 688° del cuerpo en mención precisa lo siguiente: 

 
 

“Sólo se puede promover ejecución en virtud de títulos ejecutivos de 

naturaleza judicial o extrajudicial según sea el caso. Son títulos ejecutivos 

los siguientes: 2. Laudo Arbitrales Firmes”. 

 
3. De acuerdo a ello, la presente demanda sí debería ser admitida a trámite toda vez 

que se está demandando la ejecución de un laudo arbitral que tiene el carácter de 

firme. Cabe precisar que el mismo no tiene el carácter de cosa juzgada, pues, ha 

sido impugnado judicialmente mediante recurso de anulación. 

 
4. Lo cierto es que la impugnación formulada contra el Laudo Arbitral no enerva su 

carácter de ejecutable, razón por la cual sí procede la ejecución del mismo. Sin 

embargo, es necesario tener en consideración que si en el proceso de anulación del 

referido laudo se hubiera solicitado que no se ejecute el laudo y el juez lo hubiera 



ordenado así, entonces no correspondería admitir a trámite el presente proceso 

único de ejecución de laudo arbitral. 

 
5. El artículo 689° del Código Procesal civil prescribe lo siguiente: 

 
“Procede la ejecución cuando la obligación contenida en el título es 

cierta, expresa y exigible. Cuando la obligación es de dar suma de dinero, 

debe ser, además, líquida o liquidable mediante operación aritmética”. 

 
6. El laudo arbitral es el título ejecutivo que tiene el carácter de cierto en tanto que 

vincula a las partes y ninguna de ellas ha cuestionado su existencia. Asimismo, del 

laudo arbitral se desprende una relación jurídica obligatoria que vincula al 

ejecutado con el demandante, de modo que el primero se encuentra obligado a pagar 

una cantidad de dinero determinable aritméticamente (debido a que queda 

pendiente el cálculo de los devengados), pues, resulta necesaria únicamente la 

aplicación de las cuatro operaciones matemáticas para su determinación. 

 
7. Ahora bien, la obligación que mantiene el ejecutado con la demandante resulta 

exigible toda vez que el laudo arbitral obliga al ejecutado que realice una 

contraprestación determinable a favor del demandante; además, el referido laudo 

no ha sido declarado nulo ni mucho menos al momento de la impugnación se ha 

declarado al laudo como no susceptible de producir efectos. 

 
8. El artículo 690° del Código Procesal Civil regula lo siguiente: 

 
“Están legitimados para promover ejecución quien en el título ejecutivo 

tiene reconocido un derecho en su favor; contra aquél que en el mismo 

tiene la calidad de obligado (…)”. 

 

9. El precedente dispositivo normativo precisa que los sujetos pasivos parte del 

Proceso Único de Ejecución deben encontrarse vinculados en una relación jurídica 

obligatoria. Figura jurídica que se verifica en el presente caso, pues, el laudo arbitral 

reconoce un derecho de crédito a favor del demandante y reconoce que el obligado 

a cumplir con la prestación del referido crédito es el ejecutado. 



10. Como se ha podido verificar concurren los tres presupuestos que dan mérito a la 

ejecución de un título ejecutivo, en concreto, la ejecución del laudo arbitral. Sin 

embargo, para cumplir con un análisis suficiente, resulta necesario también 

pronunciarnos respecto de las excepciones formuladas por el ejecutado: excepción 

de litispendencia y excepción de convenio arbitral. 

 
11. En el presente caso no se configura ninguna de las dos excepciones formuladas por 

el ejecutado debido a que el proceso judicial que aparentemente tendría relación 

con el presente caso no versa sobre el mismo laudo arbitral, en tanto que solo existe 

coincidencia de sujetos procesales, pero no de objeto ni de causa porque el laudo 

materia de ejecución en el otro proceso es uno distinto al ejecutable en este. 

 
Además, la excepción de convenio arbitral no es amparable en el presente caso, 

pues, es un instrumento por el cual se cuestiona la procedencia de una demanda 

judicial que no ha reparado en tomar en consideración el acuerdo de las partes a 

someterse a un Arbitraje para la solución de sus conflictos. 

 
12. En virtud de lo anteriormente expuesto, no me encuentro de acuerdo con lo resuelto 

por el A Quo en el extremo de haber declarado infundada la excepción de 

litispendencia, pues, en mi opinión debió declararse improcedente debido a que no 

cumplía con los presupuestos para su formulación. Sin embargo, sí me encuentro 

de acuerdo con la decisión de los demás extremos. 

 
13. Lo cierto es que sí me encuentro de acuerdo con todos los extremos de la resolución 

expedida por el Ad Quem; sin embargo, no me encuentro de acuerdo con los 

fundamentos en el extremo de haber declarado infundada la excepción de convenio 

arbitral, pues, la Sala ha precisado un contenido distinto al expresado por el 

Juzgado, con quien sí me encuentro de acuerdo. 



IV. CONCLUSIONES 

 
 

• En el presente proceso único de ejecución de laudo arbitral se exige el 

cumplimiento de una obligación derivada de una relación jurídica 

obligacional que proviene de un laudo arbitral y no se discute un problema de 

fondo. 

• La obligación por la que el demandante exige el pago mediante el presente 

proceso resulta exigible debido a que ha derivado de una decisión arbitral y 

no cuenta con alguna condición o plazo que impida la producción de efectos 

jurídicos. 

• El recurso de anulación de laudo arbitral no impide la producción de efectos 

de un laudo arbitral; sin embargo, sí podrá tener ese carácter si en el proceso 

iniciado por el recurso de anulación se solicita la suspensión de los efectos 

del laudo arbitral y evidentemente es amparado por el juez. 

• No resulta amparable la excepción de litispendencia por lo que se declaró 

infundada debido a que no se configuró la identidad del proceso 

anteriormente iniciado con el presente proceso, en cuanto a la causa. 

• No resulta amparable la excepción de convenio arbitral debido a que el 

demandante ya discutió el conflicto de fondo en un proceso arbitral debido al 

convenio arbitral y únicamente se remitió al proceso único de ejecución 

judicial para hacer efectivo un derecho ya obtenido; en ese sentido dicha 

excepción procesal debió declararse improcedente, mas no infundada. 

• Me encuentro de acuerdo parcialmente con la resolución del Juzgado ya que 

declaró infundada la excepción de litispendencia y la oposición formulada 

por el ejecutado. No encontrándome de acuerdo con el extremo que declaró 

infundada la excepción de convenio arbitral sino su improcedencia. 

• Me encuentro de acuerdo en todos los extremos con la resolución de la Sala 

Superior ya que corrigió la decisión del Juzgado revocándola y declaró 

improcedente la excepción de convenio arbitral. 

• Finalmente, me encuentro de acuerdo con la resolución de la Corte Suprema 

debido a que no resulta amparable el recurso de casación en materia de 

ejecución ya que el objetivo de la Casación es corregir errores de derecho, 

aspectos que ya fueron dilucidados en el proceso arbitral. 
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